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Las recomendaciones que siguen son propuestas por la International Disability Alliance. Se basan en dos consultas taller realizadas del 29 al 30 de marzo de 2011 en Hammamet con 28 hombres y mujeres con discapacidad, que reflejan la diversidad de las discapacidades, padres de niños con discapacidad y profesionales que trabajan sobre el terreno de Sfax, Douz, Tataouine, Sidi Bouzid, Túnez, Medenine, Menzel Bourguiba, y El Alya, y el 31 de marzo de 2011 en Túnez con los presidentes de seis asociaciones nacionales de Túnez para las personas con discapacidad.

Las consultas taller sólo podrían haber tenido lugar tras el reciente cambio en el contexto político en Túnez. Mientras que las recomendaciones tienen en cuenta los comentarios y propuestas de los participantes, esta presentación no se hace en nombre de los tunecinos con discapacidad o de las organizaciones de la sociedad civil de Túnez, en vista de la naturaleza inevitablemente limitada y parcial del proceso de consulta.

Artículos 1-5, 8, 9

Tomar medidas para aumentar el conocimiento de las personas con discapacidad y sus familias, y aumentar la información en todas las regiones, sobre los derechos garantizados para ellos por la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), la legislación nacional y sobre todas las medidas, asistencia, programas y servicios para los que ellos son titulares. En particular, desarrollar y difundir una guía práctica sobre el acceso a los derechos de las personas con discapacidad en el derecho tunecino y la CDPD; garantizar su distribución a las ONGs y a los servicios estatales de todo el país.

Alentar a todas las personas con discapacidad y padres de niños con discapacidad para que soliciten el certificado de discapacidad con el fin de poder beneficiarse de la asistencia, programas y servicios disponibles, que están garantizados a las personas con discapacidad en el derecho tunecino.
Incluir una prohibición explícita a la discriminación por motivos de discapacidad en la ley electoral, la legislación laboral, la ley de educación, ley de salud y todas las demás leyes que todavía no incluyen esta prohibición expresa.

Incorporar en la ley la definición de ajustes razonables, de conformidad con el artículo 4 de la CDPD, que abarca todos los tipos de discapacidad y garantiza que la ley reconozca explícitamente la denegación de ajustes razonables para las personas con discapacidad en el ejercicio de sus derechos como discriminación basada en la discapacidad.

Asegurar que la terminología utilizada en lo que respecta a la discapacidad es conforme con la CDPD, es decir, personas con discapacidad intelectual, personas con discapacidad psicosocial, en lugar de referirse a "personas que carecen de capacidad mental", "personas que sufren de un retraso mental", "personas que sufren de locura" (véase el informe inicial del gobierno).

Sensibilizar y apoyar a las personas con discapacidad para que usen los mecanismos judiciales para buscar remedios contra la discriminación por razón de discapacidad en todos los ámbitos -empleo, educación, salud, vivienda- y en el ejercicio de todos los derechos, garantizando la ayuda legal para las personas con discapacidad. Garantizar la formación regular en materia de no discriminación de las personas con discapacidad para todos los intermediarios incluidos los funcionarios públicos en todas las estructuras gubernamentales desde el nivel nacional a las secciones locales. Producir una guía legal sobre la no discriminación de las personas con discapacidad, que abarque también cuestiones relativas a los ajustes razonables.
De conformidad con el artículo 4 (3) de la CDPD, facilitar la creación y la participación efectiva de los grupos de auto-representación de las personas con discapacidad y padres de niños con discapacidad a nivel local y nacional en el proceso de concepción y diseño, reforma, y aplicación de políticas y programas relativos a las personas con discapacidad.

Llevar a cabo campañas sucesivas de sensibilización sobre las personas con discapacidad dirigidas al público, las familias de las personas con discapacidad y las mismas personas con discapacidad con el fin de fortalecer su imagen positiva y su contribución a la sociedad. Asegurar que haya un punto focal designado en cada ministerio a cargo de la toma de conciencia sobre los derechos de las personas con discapacidad a través de la totalidad de sus servicios y programas.
En estrecha consulta con las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas, llevar a cabo una revisión exhaustiva de la aplicación de las leyes y decretos en materia de accesibilidad, normas técnicas aprobadas, y el Plan Nacional sobre accesibilidad con el fin de identificar y abordar:
· las deficiencias en la aplicación para asegurar la accesibilidad en edificios públicos, el entorno físico, el transporte, sitios web, comunicación, servicios de información y otros servicios, tanto en las zonas urbanas como en las rurales;
· las deficiencias en el sistema de seguimiento y monitoreo a fin de examinar periódicamente la aplicación de estos instrumentos en cooperación con las organizaciones representativas de las personas con discapacidad;
· la falta de aumento de la concienciación y formación de los interesados ​​(ya se trate de los responsables dentro de los Ministerios, o empleados estatales que trabajan en la administración, el transporte público, los tribunales, o jueces, asistentes personales -auxiliaires de vies- y otros asistentes, profesores, arquitectos, etc) para que puedan apreciar las barreras que encuentran las personas con discapacidad y cómo eliminarlas;
· la falta de disponibilidad de intérpretes profesionales de lengua de signos, lectores y guías para facilitar el acceso a los servicios públicos, y esto independientemente del hecho de que los intérpretes de lengua de signos hayan sido formados (según las distintas fuentes de información, 40 estudiantes obtuvieron el título profesional de intérprete de lengua de signos, pero menos de 12 encontraron trabajo como intérprete de lengua de signos en asociaciones o la administración pública y entre los 12 empleados en esta función, se ha indicado que sólo 3 fueron contratados por el Ministerio de Salud)
· la ausencia de la utilización del sistema Braille y formatos alternativos de comunicación tales como fácil de leer dentro de los edificios y exposiciones abiertas al público.
Artículo 6

En colaboración con las organizaciones de personas con discapacidad, Diseñar y aplicar eficazmente campañas educativas de sensibilización relativas a las mujeres con discapacidad en todas las regiones con el objetivo de eliminar las percepciones negativas de las mujeres con discapacidad en el seno de las familias y en la sociedad y para luchar contra la cultura, las tradiciones y las presiones familiares que favorecen el ocultamiento de las mujeres con discapacidad, lo que les impide obtener una tarjeta de discapacidad, limitando sus oportunidades de participar en la sociedad y desarrollar todo su potencial. Asegurar que el Ministerio de la Mujer incorpora de un modo eficaz la temática de las mujeres con discapacidad en toda su política con el fin de elevar la condición de la mujer con discapacidad en la sociedad.
Garantizar la visibilidad de las mujeres con discapacidad en la recogida de datos y estadísticas mediante la modificación de la metodología en el modo de compilar dichos datos. Consultar estrechamente e involucrar activamente a las mujeres con discapacidad en estas actividades.
Llevar a cabo estudios e investigaciones con el fin de identificar la situación y necesidades  específicas de las mujeres con discapacidad a fin de elaborar y adoptar estrategias, políticas y programas que promuevan su autonomía y su participación plena en la sociedad.

Adoptar medidas, por ejemplo, un sistema de cuotas, para fomentar la participación de las mujeres con discapacidad en el Parlamento y en la toma de decisiones dentro del gobierno.
Con respecto a la ley sobre la violencia contra la mujer, incluye una referencia explícita al mayor riesgo para las mujeres y las niñas con discapacidad de ser víctimas de abuso y violencia doméstica. Adoptar, en todas las regiones, medidas para garantizar la toma de conciencia y la educación sobre esta cuestion, incluyendo la formación de intermediarios (educadores, trabajadores sociales, policía, asistentes, profesionales de la salud, jueces, fiscales, etc) para interactuar y comunicarse con las mujeres con discapacidad que son víctimas de la violencia; asegurando que los servicios y la información para las víctimas son accesibles para las mujeres y niñas con discapacidad que viven en instituciones y en la comunidad.

En caso de mujeres solteras con discapacidad sin apoyo familiar o en el caso de divorcio, en el cálculo de asignaciones financieras de ayuda al cónyuge, garantizar que los costes adicionales de la discapacidad se tengan debidamente en cuenta.
Artículo 7

Fortalecer la sensibilización, la asistencia y apoyo a las familias a fin de garantizar la participación plena y efectiva del niño con discapacidad en la familia.

Asegurar que los niños con discapacidad puedan ejercer su derecho a expresar sus opiniones libremente y contar con la asistencia apropiada a su edad y discapacidad para hacer realidad este derecho. Asegurar que los niños con discapacidad puedan participar en los mecanismos existentes de consulta con los niños en igualdad de condiciones con los demás, y poner en práctica mecanismos eficaces para consultas específicas con los niños con discapacidad.
Tomar todas las medidas necesarias para la prevención del abuso y la violencia contra los niños con discapacidad, tales como:
· Asegurar que los niños y cuidadores sepan que el niño tiene derecho a ser tratado con dignidad y respeto y tiene derecho a quejarse a las autoridades competentes si esos derechos son violados, incluyendo acciones para educar y sensibilizar a los niños con discapacidad de una manera accesible y apropiada para su edad;
· Asegurar que las instituciones de atención a niños con discapacidad cuentan con personal especialmente formado, con sujeción a las normas apropiadas, supervisadas ​​y evaluadas regularmente, y tienen un mecanismo de denuncia accesible a los niños con discapacidad
Artículo 12

Adoptar medidas para derogar aquellas leyes que permitan la tutela y la custodia y tomar medidas legislativas para reemplazar los regímenes de toma de decisiones sustituída (custodia/tutela) por el apoyo en la toma de decisiones en el ejercicio de la capacidad jurídica de conformidad con el artículo 12 de la CDPD. Proporcionar capacitación a nivel regional y local para los funcionarios públicos, jueces, trabajadores sociales, etc, sobre el reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad y sobre los mecanismos de apoyo en la toma de decisiones.
Artículo 13

Garantizar el acceso efectivo a la justicia para las personas con discapacidad mediante la eliminación de las barreras de comunicación. En particular, garantizar la efectiva y sistemática prestación de intérpretes de lengua de signos y promover el uso de ayudas aumentativas y equipamientos para personas con problemas de audición y personas sordas para facilitar su papel eficaz como  demandantes, acusados ​​o testigos.

Designar un punto focal en el Ministerio de Justicia para crear conciencia y asegurar la formación del personal sobre los derechos de las personas con discapacidad y las adaptaciones que sean necesarias a fin de permitir el pleno ejercicio de sus derechos, incluso en los tribunales, estaciones de policía, prisiones, etc.
Artículos 14, 15, 16, 17

Derogar todas las disposiciones legislativas que permiten la privación de libertad por motivos de discapacidad, incluyendo discapacidad psicosocial e intelectual. Adoptar medidas para garantizar que toda la atención y servicios de salud para las personas con discapacidad, incluidos todos los servicios y cuidados de salud mental, se basen en el consentimiento libre e informado de la persona en cuestión, y que el tratamiento involuntario y la reclusión no estén permitidos por la ley .

En el período previo a la derogación de las disposiciones legales vigentes, asegurar que todas las personas con discapacidad privadas de libertad en los hospitales y las instituciones tienen el derecho de apelar las decisiones de ingreso y tienen derecho a las garantías legales en igualdad de condiciones con los demás, incluso mediante el recurso de ajustes razonables.

Garantizar que las personas con discapacidad, incluidas las personas con discapacidad psicosocial, detenidas por razones de aplicación de la ley y castigo de crímenes son tratadas de conformidad con los objetivos y principios de la CDPD, incluyendo la provisión de ajustes razonables, de conformidad con el artículo 14 (2) de la CDPD.
Incorporar en la ley la abolición de las prácticas violentas y discriminatorias contra los niños y adultos con discapacidad en el entorno médico, incluyendo la privación de la libertad sobre la base de la discapacidad, los experimentos médicos y el tratamiento sin el consentimiento pleno e informado, así como la esterilización o el aborto forzado de las mujeres y las niñas con discapacidad.

Asegurar que la incidencia de la explotación, la violencia o el maltrato de los niños y adultos con discapacidad, tanto en el hogar como en una institución (centros de acogida o educativos, hospitales) son denunciados e investigados, y cuando sea necesario que sean condenados y castigados de acuerdo con la ley, y que se adopten medidas preventivas para garantizar la no repetición de estas violaciónes. Proporcionar remedios para las víctimas, incluyendo la indemnización y los servicios de rehabilitación.

Fortalecer la capacidad del Comité Superior para los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, mediante la formación adecuada y recursos suficientes, para llevar a cabo visitas no anunciadas a los lugares de detención, las instituciones sociales que atienden a personas con necesidades especiales, hospitales, centros de acogida, para garantizar la aplicación de estas disposiciones.

Artículos 19, 20
Fortalecer las estrategias y aumentar los recursos disponibles para asegurar que los niños y adultos con discapacidad ejerzan plenamente su derecho a vivir en la comunidad con la posibilidad y los medios para poder elegir, en igualdad de condiciones con los demás, su lugar de residencia y con quién van a vivir.
En consulta con las organizaciones de personas con discapacidad, revisar y reformar el sistema de asistencia y servicios disponibles para las personas con discapacidad que viven en la comunidad con el fin de mejorar, fortalecer y ampliar los servicios en todas las regiones, en particular el servicio de asistentes personales (auxiliares de vie) y servicio de ayuda a domicilio. Asegurar que los intermediarios (asistentes personales/auxiliares de vie, profesionales y otros cuidadores o asistentes) tengan las calificaciones necesarias y están capacitados para trabajar con personas con discapacidad con el fin de eliminar el enfoque médico y garantizar que la base de su intervención es para promover y facilitar la autonomía, la independencia y la participación de las personas con discapacidad en la comunidad. Junto con las organizaciones de personas con discapacidad, establecer herramientas de evaluación y un mecanismo de seguimiento para supervisar y evaluar periódicamente los intermediarios y la eficacia de los servicios. Establecer un mecanismo de denuncias con las sanciones correspondientes.
Reformar, diversificar y desarrollar una gama de servicios y asistencia en todo el país para garantizar el apoyo a las personas con discapacidad sin apoyo familiar para que puedan vivir independientemente en la comunidad y adoptar medidas encaminadas a la promoción de su autonomía.

Aumentar la ayuda financiera concedida, y volver a evaluar el apoyo social y moral a las familias con niños con discapacidad con el fin de garantizar que la familia es capaz de apoyar y facilitar la inclusión de sus hijos en la sociedad a través de la escuela, el ocio, el deporte y la cultura.
Artículo 21

Garantizar el acceso a la información para las personas con discapacidad, en particular, a través de la utilización de intérpretes de lengua de signos, y haciendo que la información esté disponible en Braille y en formatos fáciles de leer.
Artículo 22

Garantizar el respeto de la privacidad de las personas con discapacidad en el contexto de la recogida de datos e información, en particular con el uso de la nueva base de datos electrónica sobre personas con discapacidad y los servicios y programas creados para su beneficio.
Artículo 23

Garantizar el derecho de las personas con discapacidad a casarse y fundar una familia sobre la base del libre y pleno consentimiento de los interesados​​, incluidos los que han sido sometidos a tutela.
Artículo 24

Continuar aplicando la política que ya ha sido acordada sobre educación inclusiva en los centros ordinarios, en todas las regiones a través del aumento significativo de los medios asignados en el presupuesto:
· garantizar la formación obligatoria para todos los profesores (más allá de los maestros de educación especial);
· Desarrollar planes de educación individual para todos los estudiantes (con o sin discapacidad);
· garantizar la disponibilidad de los equipamentos técnicos, accesorios y ayudas con las escuelas;
· asegurar la accesibilidad, tanto en términos del medio físico como materiales pedagógicos y planes de estudio;
· asegurar la inclusión de niños sordos y con problemas de audición asegurando la existencia de intérpretes de lengua de signos en las escuelas;
· fomentar la enseñanza de lenguas de signos y la concienciación sobre los derechos de las personas con discapacidad en las escuelas;
Fortalecer la coordinación de los tres Ministerios en materia de educación (Ministerio de Educación, Ministerio de Asuntos Sociales y el Ministerio de Salud) con el fin de optimizar la aplicación actual de la política de inclusión con el objetivo de clasificar la educación de todos los niños, incluidos los niños con discapacidad, bajo el mandato exclusivo del Ministerio de Educación.

Artículos 25, 26
Adoptar una estrategia de consulta con las organizaciones de personas con discapacidad a fin de ampliar y hacer accesibles los servicios de salud, incluyendo la apropiada investigación, detección, y rehabilitación tempranas, en todas las regiones (en lugar de la concentración de servicios en Túnez). Designar plazos y asignar recursos del presupuesto para asegurar que los hospitales y los servicios de salud sean accesibles en términos de medio físico y también con respecto a la información y las comunicaciones con el personal. Asegurar que los intérpretes de lengua de signos están disponibles en los hospitales y servicios de rehabilitación.

Reformar el sistema de servicios de rehabilitación en estrecha consulta con las organizaciones de personas con discapacidad. Asegurar que los servicios de rehabilitación estén regulados y apoyados por el Estado y que se desarrolle y diversifique servicios de rehabilitación en todo el país, y que el gasto de los servicios de rehabilitación sea cubierto, en particular la terapia ocupacional, así como otros servicios necesarios para una completa rehabilitación. Junto con las organizaciones de personas con discapacidad, establecer un mecanismo para revisar periódicamente la eficacia de todos los servicios de rehabilitación.
Asegurar la formación de los profesionales de la salud y la rehabilitación sobre los derechos de las personas con discapacidad, a fin de garantizar que las personas con discapacidad puedan recibir información, consultar a los profesionales y tomar decisiones sobre su salud en igualdad de condiciones con los demás.
Asegurar que las campañas de salud pública están diseñadas para ser accesibles para todas las personas con discapacidad, incluso mediante la difusión de la información en Braille y en formatos fáciles de leer.
Adoptar medidas para garantizar que toda la información, educación, salud y servicios relacionados con la salud sexual y reproductiva son ampliamente difundidos y accesibles a los niños y adultos con discapacidad, incluidas las mujeres y las niñas con discapacidad, en formatos apropiados para su edad y que sean respetuosos con la dignidad e integridad de las personas con discapacidad basandose en el consentimiento libre e informado de la persona en cuestión, y que el consentimiento obtenido por un tercero esté prohibido por ley.
Designar un punto focal en el Ministerio de Salud responsable de la toma de conciencia de los derechos de las personas con discapacidad en todos los servicios de salud.

Aclarar los procedimientos de acceso a la asistencia sanitaria, incluyendo la rehabilitación, y la cobertura de los costes, y tomar medidas para difundir esta información ampliamente a las personas con discapacidad en formatos accesibles. Garantizar la aplicación de estos procedimientos en todo el sistema de salud.
Artículo 27

Adoptar medidas eficaces para garantizar la eliminación de la discriminación de las personas con discapacidad en el empleo, tanto en el sector público como en el privado, y asegurar que la ley garantiza el ajuste razonable. Junto con las organizaciones de personas con discapacidad, establecer un mecanismo para facilitar el apoyo a las personas con discapacidad en el lugar de trabajo. Asegurar que los empleados con discapacidad en cualquier tipo de empleo, incluyendo los talleres protegidos, disfrutan de su derecho al trabajo y del derecho a un salario justo en igualdad de condiciones con los demás.
Garantizar la aplicación efectiva del sistema de cuotas y otras medidas de discriminación positiva previstas en la ley para el empleo de las personas con discapacidad.
Aumentar la diversidad en el empleo y la formación profesional para personas con discapacidad.

Asegurar la participación de las personas con discapacidad y sus organizaciones representativas en la Oficina de Inspección del Trabajo y los Comités de Conciliación (que controlan el empleo de personas con discapacidad y que son responsables de vigilar el respeto de la legislación laboral y de investigar los casos de violaciones de derechos).

Asegurar que el punto focal en el Ministerio de Trabajo es responsable de aumentar la conciencia en todos los servicios sobre los derechos de las personas con discapacidad al trabajo y a la formación profesional.
Artículo 28

Realizar investigaciones y estudios sobre el nivel de vida de las personas con discapacidad y sus familias a fin de determinar la proporción de ellos que viven en la pobreza y con el fin de optimizar la asignación de prestaciones y servicios sociales.

Asegurar que los costes adicionales asociados a los dispositivos de asistencia, equipamentos y tecnología, asistencia personal, asistencia sanitaria, tratamiento médico, servicios de rehabilitación y todos los otros servicios, incluidos servicios de asistencia social, destinados a promover la autonomía y la inclusión de las personas con discapacidad en la comunidad están cubiertos por el Estado.
Artículo 29

Garantizar en la legislación el derecho de las personas con discapacidad a ejercer su derecho a votar y participar en la vida pública en igualdad de condiciones con los demás, de conformidad con el artículo 29 de la CDPD, incluyendo a las personas bajo custodia o tutela (derogando el artículo 3 de la ley electoral).
Garantizar la accesibilidad en todos los lugares de votación y mesas electorales para las personas con discapacidades, incluyendo en las próximas elecciones de julio de 2011.
Para las elecciones de julio de 2011 y más allá, tomar medidas para asegurar que hay mesas electorales disponibles en los hospitales para permitir la posibilidad de votar a las personas hospitalizadas (incluyendo hospitales psiquiátricos).

Crear conciencia entre los actores políticos sobre el derecho de las personas con discapacidad a participar en la vida política y pública.

Adoptar medidas para integrar a las personas con discapacidad en el Parlamento y los puestos de decisión dentro del gobierno.

Facilitar la asociación para los grupos de personas con discapacidad.
Artículo 30

Adoptar una estrategia sobre la participación de los niños y adultos con discapacidad en la vida cultural, el ocio y el deporte que requiera que las organizaciones existentes y las instalaciones sean accesibles para las personas con discapacidad, incluyendo los clubes de jóvenes y de la comunidad, culturales, recreativos y polideportivos. Asegurar que el personal esté capacitado para trabajar con personas con discapacidad, y que las personas con discapacidad también sean empleadas para trabajar en estos entornos. Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a todos los lugares de la cultura y el deporte en igualdad de condiciones con los demás y eliminar el requisito de que las personas con discapacidad deben dar aviso de su presencia con el fin de permitirles la entrada a espectáculos, películas o eventos deportivos.
Artículo 31

Diseñar e implementar un sistema -a través del censo y otros mecanismos- para recopilar y conservar información relevante, incluyendo datos estadísticos y resultados de las investigaciones que permitan la formulación y aplicación de políticas relativas a las personas con discapacidad. En particular, reunir datos sobre todas las personas con discapacidad en Túnez entre ellos mujeres y niños, y asegurar que esto no se limita a las personas que posean un certificado de discapacidad. El diseño y la preparación del censo y de los otros mecanismos para la recolección de información, debe hacerse en estrecha consulta e involucrar activamente a las personas con discapacidad a través de sus organizaciones representativas.
Artículo 33

Facilitar el desarrollo de organizaciones de auto-representación de las personas con discapacidad y padres de niños con discapacidad y asegurar que ellos participan activamente y con regularidad en el mecanismo de coordinación, el Consejo Superior de Desarrollo Social y Protección de las Personas con Discapacidad, y ocupar un papel central en la aplicación y el seguimiento de la aplicación de la CDPD.

Fomentar la integración de las personas con discapacidad para servir como puntos focales a través de los ministerios y en puestos clave para garantizar la aplicación de la CDPD en todas las políticas, programas y prácticas del gobierno.

Adoptar medidas para garantizar que el Comité Superior para los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales cumple con los requisitos contenidos en los Principios relativos al estatuto de las Instituciones Nacionales (Principios de París).

Fortalecer la capacidad del Comité Superior para los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales para tener en cuenta los derechos de las personas con discapacidad en su labor, incluso mediante la integración de las personas con discapacidad en los miembros del Comité.
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